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Ejecutivo con título hipotecario – Revoca sentencia que revocó el mandamiento ejecutivo  y ordena seguir adelante con la ejecución
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Demandante: 

 JOSÉ ALEJANDRO CALVO AMAYA

Demandado: 



VIDRIOS TEMPLADOS Y LAMINADOS DEL CAFÉ SAS

Magistrado Sustanciador: 
 JAIME ALBERTO ZARAZA NARANJO
Temas:


FECHA DE VENCIMIENTO DE PAGARÉ CON ESPACIOS EN BLANCO / VIGENCIA INDEFINIDA DE LAS INSTRUCCIONES PARA LLENARLO / NO PRESCRIBIÓ LA OBLIGACIÓN. “[L]a discusión se centra en el incumplimiento de las instrucciones otorgadas para llenar el pagaré que sirve de base a la orden compulsiva y, consecuencialmente, en la prescripción de la acción cambiaria. (…) El meollo de la cuestión está en que demandada y juez observaron, y es cierto, que el pagaré contiene impreso, y por tanto no era un espacio en blanco, la mención “de dos mil ocho (2008)”; y a partir de allí coligieron que la intención del otorgante fue que el vencimiento tuviera lugar, justamente, ese mismo año, y a falta de acuerdo diferente, a más tardar el 31 de diciembre, lo que pone al descubierto que el demandante desbordó las instrucciones que le fueron otorgadas y dio paso a que prescribiera la acción cambiaria. (…) La Sala tiene una percepción diferente, porque no es difícil concluir que esa frase corresponde a un formato pre-impreso, que carecía de límites para llenarlo cuando a ello hubiera lugar, por el incumplimiento de las obligaciones adquiridas por el otorgante. Recuérdese que tales instrucciones tenían una vigencia indefinida y se extendían a obligaciones pasadas, presentes y futuras, de donde se entiende que nunca hubo el propósito de restringir el año de vencimiento de la obligación. Simplemente, fue una mención que se quedó al margen de la realidad negocial, pues como se puede deducir de la fecha final de vencimiento (31 de julio de 2011), las prestaciones dinerarias entre el demandante y el suscriptor del título, traspasaron esa frontera temporal, ocurrido lo cual, la carta de instrucciones habilitaba que se llenaran los espacios en blanco según el devenir del negocio subyacente. Por eso, no se comparte la afirmación que se hace en la sentencia (f. 114, c. 1), acerca de que “en el cuerpo de dicho instrumento se indicó expresamente que su pago sería dentro de ese mismo año, dejándose en blanco lo relativo al día y mes”. De manera que para el caso, sí hubo carta de instrucciones, y ellas fueron atendidas al momento de llenar el instrumento negociable, al margen de la mención que allí aparecía del año, que no desquicia la voluntad manifiesta del otorgante y el beneficiario del pagaré de incluir la fecha de vencimiento que correspondiera al día siguiente de su diligenciamiento, lo que ocurrió el 31 de julio de 2011. (…) [E]n consecuencia, revocará el fallo de primer grado para, en su lugar, declarar no probadas las excepciones y disponer que siga adelante la ejecución en la forma en que se libró el mandamiento ejecutivo.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero siete de dos mil diecisiete
Expediente 66170-31-03-001-2012-00003-01
Acta No. 55 de febrero 7 de 2017
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el ejecutante contra la sentencia del 25 de septiembre de 2014, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso ejecutivo con título hipotecario iniciado por José Alejandro Calvo Amaya frente a Vidrios Templados y Laminados del Café S.A.S.
ANTECEDENTES

  



Pidió el demandante que se librara orden de pago contra Vidrios Templados y Laminados del Café S.A.S., por las sumas de $110’000.000,oo como capital, $2’563.000,oo como intereses remuneratorios causados hasta el mes de julio 2011 y los intereses moratorios a partir del 1° de agosto de 2011; además, reclamó las costas. 

  



Para ello, adujo que Diego Santacoloma Villegas suscribió a su favor un pagaré por valor de $110’000.000,oo, más los intereses remuneratorios a la tasa máxima legal, con fecha de vencimiento el 1° de agosto de 2011; el contrato de mutuo fue garantizado con un gravamen hipotecario sobre el bien matriculado al número 294-59855, según consta en la escritura pública No. 4207 del 4 de septiembre de 2008. El deudor incurrió en mora en el pago de la obligación desde la aludida fecha y enajenó el inmueble a la sociedad demandada. 
  



Se libró el mandamiento de pago en la forma solicitada, el 6 de febrero de 2012. Notificada la ejecutada, propuso las excepciones que denominó “LOS ESPACIOS EN BLANCO NO HAN SIDO LLENADOS DE ACUERDO CON LAS INSTRUCCIONES OTORGADAS PARA EL DILIGENCIAMIENTO DEL MISMO” y “PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA OBLIGACIÓN Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN”. Aquella, se funda en que el espacio para la fecha de vencimiento señalaba un día y mes del año 2008, pero contrariando esa instrucción, se llenó con fecha del 31 de julio de 2011, cuando era claro que no podía superar el último día calendario del año 2008. Y esta, como consecuencia de lo anterior, porque si el vencimiento del título tuvo que darse máximo el 31 de diciembre de 2008, y la demanda se presentó en el mes de enero de 2012, transcurrieron más de los tres años que la ley señala para la ejecución, es decir, que ocurrió la “prescripción de la obligación”. 

Surtido el traslado de la excepción, replicó el ejecutante en el sentido de que en la carta de instrucciones no hubo prohibición para llenar la fecha de vencimiento, que sería el día siguiente al de su diligenciamiento; por tanto, como ello ocurrió en agosto de 2011, no pudo darse la alegada prescripción. 

Alegaron de conclusión ambas partes y a continuación se emitió el fallo que tuvo por probadas las excepciones; en consecuencia, se revocó el mandamiento ejecutivo, fueron levantadas las medidas cautelares y se condenó en costas al ejecutante. Para ello, después de aludir a los títulos valores con espacios en blanco, descendió a la carta de instrucciones, de la que dedujo que  en el espacio destinado a la fecha de vencimiento se consignó que se pagaría en el año 2008, sin embargo de lo cual se diligenció con fecha del 1° de agosto de 2011; el acreedor reconoció en el interrogatorio que el negocio causal se celebró en septiembre de 2008, a término indefinido para el pago del capital y los intereses. Enseguida señaló que si bien la instrucción era llenar el pagaré con el día hábil siguiente a la fecha en que fuera llenado, esa fecha debía circunscribirse al año 2008, esto es, máximo el 31 de diciembre de ese año, de manera que la integración del título desatendió su tenor literal. De ahí devino, adicionalmente, la prescripción, porque ya habían transcurrido más de tres años, que debieron vencer en el mes de diciembre de 2011. 

Inconforme, apeló el ejecutante e hizo consistir su inconformidad en que (i) se interpretaron inadecuadamente las instrucciones otorgadas, porque en ellas no se dijo que la fecha de vencimiento tenía que corresponder al año 2008, lo que ocurre es que se utilizó un modelo impreso que pudo generar la confusión con la fecha; luego de aludir a una providencia del Tribunal Superior de Bogotá en un caso similar, señaló que el Juzgado se equivocó al decir que se pactó como vencimiento un día cierto, si bien en las instrucciones no hubo límite temporal. Con ello, es claro que la excepción de prescripción tampoco podía salir avante, ni siquiera aceptando la interpretación que el juzgado le da al asunto, porque si los tres años vencieron el 31 de diciembre de 2011, para entonces los juzgados estaban en vacancia, y la demanda fue presentada el primer día hábil siguiente, esto es, el 11 de enero de 2012.

CONSIDERACIONES

1. Se cumplen cabalmente los presupuestos del proceso y no se vislumbra nulidad alguna que haga írrito lo actuado. Además, las partes están legitimadas en la causa; José Alejandro Calvo Amaya, como beneficiario del pagaré otorgado y acreedor hipotecario; y Vidrios Templados y Laminados del Café S.A.S., como actual propietaria del bien dado en garantía. 

2. Se tiene claro que se trata aquí de un proceso ejecutivo con respaldo en una hipoteca. Ciertamente, se otorgó un pagaré a la orden del señor Calvo Amaya, por parte del señor Diego Santacoloma Villegas (f. 2 c. 1), quien, a la vez, garantizó la obligación con la hipoteca del inmueble matriculado al número 294-59855, según la escritura pública 4207 del 4 de septiembre de 2008 (f. 7 a 12, c. 1); inmueble que fue vendido a la sociedad demandada (f. 16, c. 1). 
3. Como viene de decirse, la discusión se centra en el incumplimiento de las instrucciones otorgadas para llenar el pagaré que sirve de base a la orden compulsiva y, consecuencialmente, en la prescripción de la acción cambiaria. 
4. A la Sala incumbe definir, por tanto, si acertó el juez al declarar probadas ambas excepciones, o si, como sostiene el impugnante, para llenar los espacios en blanco no hubo restricciones, lo que indica el fracaso de la prescripción, aun si se aceptara la tesis del despacho y de la defensa, porque, en todo caso, el último día era de vacancia para los juzgados y se habilitó con ello el primer día hábil del año siguiente para promover la demanda.

5. Sea dicho desde ya que la sentencia será revocada, porque la razón está, a plenitud, de parte del recurrente, cualquiera que sea la interpretación que al asunto se le dé. 

6. Ciertamente, el artículo 622 del Código de Comercio permite que un título valor se deje con espacios en blanco, a cambio de que cualquier tenedor legítimo los llene, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya dejado, antes de que lo presente para ejercitar el derecho que en él se incorpora. Esas instrucciones pueden ser escritas o verbales, e incluso implícitas. En los dos primeros casos, hay que ajustar los espacios a lo que fue acordado; y en el último, el tenedor debe allanarse a las condiciones del negocio que le dio origen al título. 

Ahora, con o sin tales indicaciones, si se contraría lo acordado, el título mismo no se invalida, sino que corresponde al juez averiguar cuáles han debido ser los términos para completar los espacios en blanco y resolver la litis atendiendo la verdadera intención de los contratantes. Ya esta Sala ha tenido ocasión de referirse a esta situación. En su momento
 reflexionó así: 
  



En principio, se tiene que si existen instrucciones, sean escritas o verbales, el título se tiene que completar conforme con ellas, tal como reza la norma señalada en su parte final. El problema surge cuando ellas no se dieron, o en todo caso, el ejecutado niega que las hubiera otorgado, o el título se llenó contrariándolas. 

  



En tales eventos, el título no se invalida, ni se torna ineficaz; el tenedor legítimo del mismo, quien está facultado para llenar los espacios, puede hacerlo atendiendo la naturaleza y las condiciones de la relación causal que le dio vida al documento negociable, si no hay instrucciones; y el mismo juez está llamado a escudriñar en las negociaciones que lo precedieron, para establecer en ellas las condiciones bajo las cuales, entonces, ha debido llenarse y ejecutarse y conforme con ellas definir el litigio. 

    


En todo caso, se debe partir de un presupuesto claro: quien firma un documento con espacios en blanco, está con ello legitimando a su tenedor para completarlo y desvirtuar los términos que en él aparecen luego, será carga suya y no de este último. 

   


Tanta discusión genera el punto, que la jurisprudencia nacional se ha ocupado de él, incluso por vía constitucional. Vale la pena traer a colación un reciente pronunciamiento de la Corte Constitucional, que retoma criterios de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que sobre los títulos valores en blanco dijo:

 



“5.1 Los títulos valores en blanco

  



(…)

   


Igualmente, el artículo 622 ibídem, señala que: “si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él se incorpora. Una firma puesta sobre un papel en blanco, entregado por el firmante para convertirlo en un título-valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo (…) estrictamente de acuerdo con la autorización dada para ello.” 

  



Específicamente, en la Sentencia T-673 de 2010,
 se estudió un proceso ejecutivo en el que se acreditó que el tenedor de buena fe del pagaré fue quien lo diligenció sin saber las instrucciones que las partes acordaron al momento de suscribirlo, en esta oportunidad se dijo:

  



“la carta de instrucciones puede constar en un documento escrito o de manera verbal, al no existir una norma que exija alguna formalidad.

  



(…)

  



En conclusión, los títulos ejecutivos que se suscriban en blanco, pueden llenarse sus espacios conforme a la carta de instrucciones. No obstante, cuando el suscriptor del título alegue que no se llenó de acuerdo a las instrucciones convenidas, recae en él la obligación de demostrar que el tenedor complementó los espacios en blanco de manera arbitraria y distinta a las condiciones que se pactaron.

  



(…)

  



En efecto el artículo 622 del Código de Comercio señala que si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él se incorpora. No obstante, el juzgado demandado interpretó de manera aislada la norma, pues asumió que el señor Barrera como tenedor de buena fe del pagare (sic) que se le entregó, podía llenarlo sin ninguna previa instrucción, cuando la disposición del estatuto mercantil establece que sin ser relevante si el tenedor es legitimo únicamente podrá llenar los espacios en blanco del titulo (sic) ejecutivo siempre y cuando sea conforme a las instrucciones que emitió el suscriptor.”

  



A partir de lo expuesto, se puede deducir que el título valor suscrito en blanco deberá ser diligenciado de acuerdo con las instrucciones escritas o verbales que acordaron las partes. Ahora bien, si posteriormente el título es negociado, deberá llenarse previamente por el primer tenedor teniendo en cuenta las autorizaciones dadas, a fin de que el siguiente tenedor lo pueda hacer valer,
 circunstancia que no ocurrió en el caso de la Sentencia T-673 de 2010, pues allí, el segundo tenedor del título lo recibió sin que previamente fuera diligenciado por el primer tenedor, que sí tenía conocimiento de lo convenido con la deudora. En consecuencia, es evidente que, en el presente caso, los jueces de instancia del proceso ordinario no interpretaron claramente el precedente jurisprudencial. 

  



6. Análisis del caso concreto 
  



En este caso, la Corte Suprema de Justicia revocó la providencia del 18 de febrero de 2011, expedida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, Sala Civil Familia Laboral, toda vez que ésta no reunía los requisitos que el código de procedimiento civil establece para las providencias judiciales y porque, específicamente, frente al tema de los títulos valores en blanco existen sendos pronunciamientos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que precisan que la ausencia o inobservancia de las instrucciones impartidas para llenar los espacios en blanco dejados en un título valor no acarrea inexorablemente la nulidad o ineficacia del instrumento, de esta manera, en la sentencia revocada, primero no se aludió al precedente y, segundo, las razones expuestas no fueron suficientes para desvirtuarlo, circunstancias que llevaron a declarar la procedencia de las causales de procedibilidad de la tutela contra providencia judiciales. 

  



Para esta Sala de Revisión las razones que tuvieron los jueces constitucionales para conceder el amparo son válidas, por cuanto: (i) la carta de instrucciones no es imprescindible, ya que puede haber instrucciones verbales, o posteriores al acto de creación del título o, incluso implícitas, y, (ii) la ausencia de instrucciones o la discrepancia entre éstas y la manera como se llenó el título valor, no necesariamente le quitan mérito ejecutivo al mismo, sino que impone la necesidad de adecuarlo a lo que efectivamente las partes acordaron…

Recientemente
, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema insistió en el tema y señaló: 
Por otra parte, esta Corporación ha sostenido que «la inobservancia de las instrucciones impartidas para llenar los espacios en blanco dejados en un título valor no acarrea inexorablemente la nulidad o ineficacia del instrumento, toda vez que de llegar a establecerse que tales autorizaciones no fueron estrictamente acatadas, la solución que se impone es ajustar el documento a los términos verdadera y originalmente convenidos entre el suscriptor y el tenedor, como, verbigracia, reduciendo el importe de la obligación cartular al valor acordado o acomodando su exigibilidad a la fecha realmente estipulada..» (CSJ SC, STC 8 Sep. 2005, Rad. 2005-00769-01, reiterado en STC 17 Mar. 2011, Rad. 2011-00456-00).

Luego, ante la eventual inobservancia de las instrucciones otorgadas para completar un título valor con espacios en blanco, y siempre que se encuentre acreditada la existencia de la obligación, el proceder del juzgador ha de estar orientado por el fin de garantizar la efectividad del derecho sustancial que involucra la controversia, de ahí que, tal como lo explicó esta Corte, lo procedente sea ajustar el documento a los términos que real e inicialmente convinieron el suscriptor y el tenedor, los que en este caso, pueden derivar del reconocimiento del ejecutado de unas deudas cuyo valor -indicó al ser interrogado- ascendía a $135’000.000, y en virtud de las cuales, según lo manifestó, le entregó el pagaré al demandante. 

En efecto, en la referida audiencia el demandado reconoció haber contraído obligaciones crediticias con el accionante cuando se le indagó por la finalidad que tuvo el otorgamiento del título valor, pues respondió que lo había emitido «para respaldar una deuda que efectivamente tenía o tengo con el señor Niebles, pero quiero dejar en claro que dicha deuda no suma el monto por el cual fui demandado», y al preguntársele por el valor de la acreencia señaló el indicado monto. 

Sin embargo, esa declaración no fue apreciada por el ad quem, que al encontrar probado el supuesto diligenciamiento «abusivo», acogió la excepción propuesta omitiendo sopesar la totalidad de los medios de convicción. 

Aunque esta Corporación ha resaltado que los juzgadores cuentan con autonomía para valorar las probanzas que deben soportar su veredicto, con la misma importancia ha destacado que esa labor supone el examen crítico de todos los elementos demostrativos (art. 304 C. de P.C.). De igual modo, el artículo 187 del estatuto adjetivo preceptúa que «las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba». 

  



7.
En el proceso se acreditó lo siguiente: 

a. Diego Santacoloma Villegas otorgó un pagaré a favor de José Alejandro Calvo Amaya, el 4 de agosto de 2008, y se dijo expresamente que se dejarían “espacios en blanco”, cuestión que no se discute; al contrario se aceptó expresamente por la demandada. 

b. En ese instrumento negociable, entre otros de los espacios diligenciados están la fecha de vencimiento y la mención “…el día TREINTA Y UNO (31) del mes de JULIO DE 2011 de dos mil ocho (2008)…” (f. 2 y 3, c. 1).
c. En la carta de instrucciones (f. 4,5, c. 1), que no se disputa que corresponda a ese pagaré, Santacoloma Villegas autorizó que en caso de incumplimiento de las obligaciones contraídas con Calvo Amaya, se llenaran los espacios en blanco. 

  



Se convino, en lo que es relevante para el caso, que en el espacio destinado al vencimiento, se consignaría la fecha correspondiente al día hábil siguiente a la fecha en que fuera llenado el pagaré. 

  



Adicionalmente, se pactó que “Las presentes instrucciones tienen vigencia indefinida y se extienden a toda clase de obligaciones adquiridas en el pasado, que adquiera en el presente o en el futuro, por el suscriptor de manera individual, solidaria o conjunta”.
7. El meollo de la cuestión está en que demandada y juez observaron, y es cierto, que el pagaré contiene impreso, y por tanto no era un espacio en blanco, la mención “de dos mil ocho (2008)”; y a partir de allí coligieron que la intención del otorgante fue que el vencimiento tuviera lugar, justamente, ese mismo año, y a falta de acuerdo diferente, a más tardar el 31 de diciembre, lo que pone al descubierto que el demandante desbordó las instrucciones que le fueron otorgadas y dio paso a que prescribiera la acción cambiaria. 
  



La Sala tiene una percepción diferente, porque no es difícil concluir que esa frase corresponde a un formato pre-impreso, que carecía de límites para llenarlo cuando a ello hubiera lugar, por el incumplimiento de las obligaciones adquiridas por el otorgante. Recuérdese que tales instrucciones tenían una vigencia indefinida y se extendían a obligaciones pasadas, presentes y futuras, de donde se entiende que nunca hubo el propósito de restringir el año de vencimiento de la obligación. Simplemente, fue una mención que se quedó al margen de la realidad negocial, pues como se puede deducir de la fecha final de vencimiento (31 de julio de 2011), las prestaciones dinerarias entre el demandante y el suscriptor del título, traspasaron esa frontera temporal, ocurrido lo cual, la carta de instrucciones habilitaba que se llenaran los espacios en blanco según el devenir del negocio subyacente. 

 



Por eso, no se comparte la afirmación que se hace en la sentencia (f. 114, c. 1), acerca de que “en el cuerpo de dicho instrumento se indicó expresamente que su pago sería dentro de ese mismo año, dejándose en blanco lo relativo al día y mes”.
  



De manera que para el caso, sí hubo carta de instrucciones, y ellas fueron atendidas al momento de llenar el instrumento negociable, al margen de la mención que allí aparecía del año, que no desquicia la voluntad manifiesta del otorgante y el beneficiario del pagaré de incluir la fecha de vencimiento que correspondiera al día siguiente de su diligenciamiento, lo que ocurrió el 31 de julio de 2011. 
8. Incluso si se aceptara la tesis de la defensa y del juzgado, lo que no se hará; pero si se admitiera, la situación solo variaría en relación con los intereses remuneratorios y moratorios, pues, en todo caso, la obligación subsistiría. En efecto, aceptado como está que la falta de instrucciones para llenar los espacios en blanco, o el desconocimiento de las mismas, obliga al juez a escudriñar en la verdadera intención de las partes, como se afirma por aquellos, la impresión del año en el documento, daría pie para pensar, entonces, que la fecha máxima de cumplimiento de la obligación sería el 31 de diciembre de 2008; ahora bien, se recuerda que el término de prescripción de la acción cambiaria es de tres años, según lo previene el artículo 789 del Código de Comercio, con lo que ese lapso vencía el 31 de diciembre de 2011. La demanda, por su lado, fue presentada el 11 de enero de 2012 (f. 26, c. 1), y lo fue en tiempo, porque el 31 de diciembre fue inhábil por vacancia judicial, de manera que, en concordancia con lo reglado por el artículo 829 del estatuto mercantil, al que se recurre en vista del carácter comercial que envuelve la emisión de títulos valores (art. 20-6 ibídem), pero que también tiene un referente en el 62 del Código de Régimen Político y Municipal
, por tratarse de un plazo de años, se extendía hasta el primer día hábil siguiente, que lo fue exactamente el 11 de enero de 2012, si bien las vacaciones colectivas corren hasta el día 10 de enero, inclusive. 
  



Quiere ello decir, como se anunció, que por cualquier camino se llega a la conclusión de que la demanda fue oportuna y, por tanto, las excepciones propuestas no podían salir avante. 

  



Esto último, claro, solo a modo de ilustración, pues ya se advirtió que la Sala acogerá la primera posición y, en consecuencia, revocará el fallo de primer grado para, en su lugar, declarar no probadas las excepciones y disponer que siga adelante la ejecución en la forma en que se libró el mandamiento ejecutivo. 

9. Las costas en ambas instancias correrán a cargo de la parte demandada y a favor del ejecutante (art. 392-4 CPC). Las mismas serán liquidadas en primera instancia, en los términos del artículo 366 del Código General del Proceso, incluyendo la fijación de las agencias en derecho de ambas instancias. 

  



La razón por la cual deben aplicarse en materia de costas las nuevas reglas de procedimiento estriba en que cuando el artículo 624 del CGP, que modificó el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, señaló que las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deban empezar a regir, recordó aquella regla general de vigencia inmediata y futura de la norma procesal. Y a partir de allí previó, de manera concreta, para evitar las discusiones doctrinarias que se tejían sobre el particular, en qué casos se aplicaría la norma de manera ultractiva, esto es, la ley anterior a determinados asunto, a pesar de haber desaparecido. Entre ellos, incluyó los recursos interpuestos que, en consecuencia se regirán por las leyes vigentes para cuanto se interpusieron. 

  



Es posible concluir que no hay discusión alguna en que un recurso que se interpuso antes del 1° de enero de 2016, cuando cobró vigencia la totalidad del Código General del Proceso, tenía que supeditarse a la ley anterior, porque la fecha determinante para ello, se dijo, es aquella en que se propuso. Sin embargo, como en muchos otros aspectos, el legislador se quedó un poco corto, si es que de cerrar cualquier discusión del extremo final de la aplicación de la norma anterior se trata. 

  



Para poner un ejemplo, al 31 de diciembre de 2015 se había propuesto un recurso de apelación en un proceso verbal de mayor cuantía, de aquellos que, por su naturaleza y su cuantía, admitían el recurso de casación, en los términos de la Ley 1395 de 2010 (en los Distritos donde ya regía). La sentencia de segundo grado se adoptó por el tribunal en el mes de febrero de 2016 y en ella, para seguir en un todo la ley anterior, se fijan agencias en derecho, en aplicación de lo que establecía la regla 2ª del artículo 392 del C. de P. Civil, modificado por el artículo 19 de la Ley 1395 de 2010, que mandó hacerlo de esa forma. Esa sentencia, se dirá, además, tiene que notificarse por edicto, porque era la forma de notificación anterior; por lo demás, propuesto recurso de casación, él sería concedido o negado por la Sala de Decisión del Tribunal, y para ese efecto, la cuantía que habría que considerar será la de 425 salarios mínimos legales mensuales vigentes, porque eso era lo que estaba regulado al momento de interponerse el recurso de apelación. 

  



Las cosas, sin embargo, no son de ese tenor, si se tiene en cuenta que lo que se quiere con la ultractividad es que una determinada actuación, entendida como una fracción específica del proceso, no se vea sometida a dos regímenes normativos diferentes; lo que el legislador quiere es que ella termine su curso normal para que, ocurrido así, se pueda pasar a la nueva regulación procesal. Por algo, la Corte Suprema recordó, a propósito de la aplicación de algunas reglas de la Ley 1395 de 2010, que se “…tiene por averiguado que “la actuación a que alude la norma (artículo 40 de la Ley 153 de 1887, antes de su modificación) no puede ser sino aquella parte o fracción que dentro de un proceso tiene identidad propia, que es fácilmente identificable en su comienzo como en su fin, de modo tal que superada ella, es reemplazada por otra que, ostentando igualmente las características mencionadas, la hacen inconfundible con la anterior…” (auto de 17 de mayo de 1991).” (sentencia de 4 de octubre de 2010, Exp. No. T-11001-02-03-000-2010-01627-00, M.P. Edgardo Villamil Portilla).

  



Para el caso que nos atañe, como el recurso interpuesto se tramita bajo la égida de la norma anterior, se someterá a esa regulación hasta el momento en que se resuelva, esto es, hasta cuando el funcionario respectivo dicta o profiere la decisión que corresponda; con ello cumple su ciclo, pues a partir de ese justo momento, tiene plena operancia la regla de la vigencia inmediata y futura de la nueva ley, para todos los efectos que de la decisión se despendan. En el ejemplo propuesto, eso se traduciría en lo siguiente: 

  



Al 31 de diciembre de 2015 se había propuesto un recurso de apelación en un proceso verbal de mayor cuantía, de aquellos que, por su naturaleza y su cuantía, admitían el recurso de casación, en los términos de la Ley 1395 de 2010 (en los Distritos donde ya regía). La sentencia de segundo grado se adoptó por el tribunal en el mes de febrero de 2016. Como quiera que la regla 2ª del artículo 365 del Código General del Proceso ya no ordena incluir las agencias en derecho en la misma providencia en la que se condene en costas, no tienen por qué señalarse; la notificación de la sentencia se debe efectuar por estado, pues esa es otra variación que trajo el artículo 295 del nuevo estatuto general; y el recurso de casación solo será viable en la medida en que la cuantía supere los 1000 salarios mínimos, en atención a que así fue establecido en el artículo 338 del mismo estatuto y será concedido o negado por el magistrado sustanciador, ya no por la Sala. 
  



¿Por qué así?; pues, porque la liquidación de costas es una actuación independiente de los recursos; lo mismo que las notificaciones que se surtan después de dictarse la providencia que los desate y, por supuesto, los recursos extraordinarios. Una cosa es que se impongan costas a una u otra parte, porque ello hace parte del extremo litigioso; pero otra diferente, es su liquidación, que es lo que se somete a un trámite independiente del recurso. 

  



Y es que, incluir agencias en derecho en la providencia que en vigencia de la nueva ley resuelva un recurso, implicaría para el Juez de Circuito o el Magistrado respectivo, haber iniciado una actuación diferente, que es la de la liquidación de costas, que, no cabe duda, comienza con esa tasación. Y si la inicia, debe terminarla, y hacerlo así desconocería que, como cuestión autónoma, tal liquidación sufrió una variación radical en el proceso, al punto de que se hará de manera concentrada ante el juez de primera instancia, lo cual sugiere que en ella no tendrá injerencia el juez de segundo grado, a menos que sea por vía de apelación; como tampoco la Corte.  

  



Se alude al recurso de apelación, porque se recordará que antes del año 2010, el auto que aprobaba la liquidación de costas era susceptible de alzada; pero dejó de serlo con la Ley 1395 de 2010. Ahora, con el Código General, se recupera esa alternativa procesal, que, de seguir la misma teoría de la aplicación de la ley anterior a todo el trámite posterior a la decisión misma del recurso, se le cercenaría al afectado. 
  



DECISIÓN
En Armonía con lo discurrido, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia del 25 de septiembre de 2014, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso ejecutivo con título hipotecario iniciado por José Alejandro Calvo Amaya frente a Vidrios Templados y Laminados del Café S.A.S.

  



En su lugar, se declaran no probadas las excepciones propuestas. 

  



Se ordena seguir adelante la ejecución en la forma señalada en el mandamiento; en consecuencia, se dispone el avalúo y remate del bien aprisionado, para que con su producto se paguen el crédito y las costas. 

  



Costas en ambas instancias a cargo de la demandada y a favor del ejecutante. Las mismas se liquidarán en la forma señalada en el artículo 366 del CGP, ante el juez de primera instancia. 
Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


    DUBERNEY GRISALES HERRERA
 Con salvamento y aclaración de voto

� Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, sentencia de junio 19 de 2012, expediente 66001-31-03-003-2010-00250-01, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


     


� M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� De conformidad a lo establecido por el artículo 622 del Código de Comercio. 


� Corte Constitucional, sentencia T-968 de 2011


� Sentencia de tutela, STC515-2015, 28 de enero de 2016, radicado 100102030002016-00073, M.P. Ariel Salazar Ramírez.


� Hoy, el artículo 118 del Código General del Proceso regula la materia en ese mismo sentido.
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